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DIVISIÓN DE DESARROLLO INSTITUCIONAL

UNIDAD DE AUTORIZACIONES Y APROBACIONES

Al contestar refiérase 

al oficio  No. 01405
31 de enero, 2006

DI-AA-0272

Licenciada

Lidia Isabel Vega Mesén 

Dirección Ejecutiva

Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur

Depósito Libre Comercial de Golfito

Local No. 23

Estimada señora:

Asunto:  Se requiere el criterio de esta Contraloría General, respecto a si determinados contratos que suscribe JUDESUR, deben ser sometidos al trámite de refrendo contralor.

Se da respuesta a su Oficio DEJ-0-990-2005, mediante el cual señala a este Órgano Contralor que a criterio de esa Junta, “los servicios de seguridad y vigilancia del Depósito, publicidad para éste, transporte de mercancías (contratos con empresas transportistas) y los contratos de arrendamiento de  locales del Depósito no requieren del refrendo Contralor ya que forman parte del giro normal de Judesur y a la vez asignados en la Ley 7730 a Judesur bajo la responsabilidad de la administración y operación del giro comercial del Depósito”.

Sobre el particular, conviene señalar:

I. Sobre el refrendo contralor

El trámite de refrendo es una obligación establecida en la Constitución Política, reconocida en su artículo 184 como una de las competencias otorgadas a la Contraloría General, en su carácter de ente fiscalizador de  la Hacienda Pública.

El refrendo constituye un requisito de eficacia jurídica, lo que implica que hasta que no se cumpla con dicho trámite, los contratos suscritos por la Administración Pública se ven imposibilitados jurídicamente de surtir efectos jurídicos y por lo tanto, no pueden ejecutarse.

II. Sobre el Reglamento de Refrendo de los Contratos de la Administración Pública 

Mediante Voto No. 5947-98 del 19 de agosto del 1998, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia concedió a esta Contraloría General la posibilidad de reglamentar el Refrendo de las Contrataciones de la Administración Pública bajo condiciones razonables, proporcionadas y acordes con los principios que informan la Contratación Administrativa.
De conformidad con lo indicado por la Sala Constitucional y lo dispuesto en el artículo 20 de nuestra Ley Orgánica, este Órgano Contralor procedió a emitir el Reglamento Sobre Refrendo de Contratos, vigente a partir del 09 de febrero del año 2000. 

En dicho reglamento se determinó cuales contratos requieren del trámite de refrendo (vid. artículo 1) y aquellos que en razón de su cuantía y naturaleza se exceptúan de dicho trámite (vid. artículo 2).

En este sentido, el artículo 1 del citado reglamento dispone que requerirán refrendo contralor las contrataciones o convenios que celebren los entes y órganos que integran la Administración Pública, en el tanto comprometan fondos públicos
, entendiéndose por Administración Pública al Estado, el sector descentralizado, los entes públicos no estatales y las empresas públicas.

En el artículo 2, por su parte, se establecen las categorías de contrataciones que en razón de su cuantía o naturaleza, quedan excluidas del refrendo contralor, entre las que se señala las que conforme a la ley constituyen actividad ordinaria del ente.

III. Sobre la actividad ordinaria

La “actividad ordinaria”, ha sido definida por esta Contraloría General en los siguientes términos:

“ (...) Es relevante efectuar una diferenciación entre la actividad contractual administrativa en la que se conviene el otorgamiento de un  servicio público prestado directamente frente a los usuarios, como prestación última y los medios que utiliza la administración con el objeto de brindar dichos servicios.

Con respecto a los primeros  constituyen lo que se ha conceptualizado como actividad ordinaria, y por tanto excluida no sólo de los procedimientos ordinarios de concurso sino también del refrendo contralor, al tenor de lo dispuesto por los artículos 2 de la ley de Contratación Administrativa y numeral segundo del Reglamento Sobre Refrendo de las Contrataciones de la Administración Pública.

Esto ha sido desarrollado en diversos oficios  por la Dirección General de Contratación Administrativa de esta Contraloría General, en lo que fundamentalmente interesa ha manifestado que:   “[...] la actividad ordinaria  comprende la actividad de la Administración, que por su constante y frecuente tráfico y su relación inmediata con los usuarios resulta claramente incompatible con los procedimientos concursales de contratación. Esta excepción a los procedimientos concursales, salvo que por ley expresa se disponga otra cosa, debemos entender que se limita a la actividad contractual que la Administración realiza con sus usuarios, para brindarles bienes o servicios estrechamente relacionados con la prestación última que la ley le asignó al crearla, de modo que, insistimos, la actividad ordinaria de un entre u órgano de la Administración comprende aquella que éstos realicen, dentro del ámbito de su competencia, por medio de una actividad y servicio, que constituye la prestación última o final que ésta efectúa de frente a los usuarios, y cuya frecuencia, tráfico y dinamismo, justifican o imponen apartarse de los procedimientos usuales del concurso. [...]” (Oficio No. 7433 del 25 de junio de 1996). 

(...) En síntesis, en aquellos casos en que una institución en particular, brinda directamente a los administrados un servicio de carácter público, nos encontraremos frente a lo que se conoce en la doctrina administrativa como actividad ordinaria 
”.

IV. Conclusión

Es distinto la actividad ordinaria de un órgano u ente, de los medios que se emplean para su alcance.

En el caso de JUDESUR, la Ley No. 7012, artículo 10, reconoce que “La Junta tendrá entre sus fines primordiales el desarrollo socioeconómico integral de la Zona Sur de la provincia de Puntarenas, así como la administración y operación del giro comercial del depósito libre comercial de Golfito”.
Por su parte, el artículo 23 de esa misma norma señala que la administración a la que se hace referencia en dicho artículo, estará a cargo de la Junta, para cuyos ésta “se regirá por la Ley de Contratación Administrativa, la Ley General de la Administración Pública y, supletoriamente, por el Código de Comercio. Además, se someterá a los controles y la fiscalización de la Contraloría General de la República”, siendo uno de ellos el refrendo contralor; el cual se regula a nivel constitucional, legal y reglamentario.
Asimismo, el Decreto No. 30251-P-H 
, en su artículo 10 incisos 2.2 señala:

“ (...) JUDESUR tendrá amplias facultades para ejercer todas las funciones y atribuciones y ejecutar todos los actos que de acuerdo con la ley pueda ejecutar. En ese sentido tendrá las siguientes atribuciones:

(...) 2.2. Aprobar las propuestas de contratos y convenios relacionados con los fines de JUDESUR y remitirlos para su refrendo por parte de la Contraloría General de la República, para aquellos casos que así se amerite”.

Corolario de lo anterior, en el tanto los negocios que celebre JUDESUR representen erogación de recursos públicos y medios para alcanzar los fines que le han sido encomendados vía legal y reglamentaria, y no exista norma alguna que de forma expresa la exceptúe de sujetarse a los alcances y disposiciones de la Ley de Contratación Administrativa y fiscalización de esta Contraloría General, deberán seguir sometiendo los documentos contractuales al trámite de refrendo contralor, conforme a lo establecido en el Reglamento que rige esta materia.

Atentamente,

Lic. Carolina Cubero Fernández

Lic. Manuel Corrales Umaña, M.B.A.

Fiscalizadora Asociada


       Jefe de Unidad
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ci  Auditoría Interna, JUDESUR
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     Servicios Financieros, DFOE.
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� Artículo 9 – Ley Orgánica de la Contraloría General de la República


Fondos públicos son los recursos, valores, bienes y derecho propiedad del Estado, de órganos, de empresas o de entes públicos.


� Oficio 01502 del 13 de febrero de 2001. Unidad de Autorizaciones y Aprobaciones, CGR


� Publicado en La Gaceta No. 66, Alcance 27,  del día cinco de abril de 2002.








